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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a trece de mayo de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 03705/INFOEM/IP/RR/2026, interpuesto por el C. xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx xxxxxxxx, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de México, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
En fecha doce de febrero de dos mil veintiséis, la parte Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ante el Sujeto Obligado, la solicitud de acceso a la información pública, a la que se le asignó el número de expediente 00026/CECyTEM/IP/2026, mediante la cual solicitó lo siguiente:

“Solicito el reporte detallado de gastos realizados En el plantel valle de Chalco 1, por concepto de 'Consumibles y Papelería de Oficina' durante el año 2025 y lo que va del 2026, desglosado por facturas y proveedores. Requiero verificar que los recursos asignados a la Dirección y Subdirección se han utilizado exclusivamente para fines institucionales y no para gastos personales o representación no autorizada.” (Sic).

MODALIDAD DE ENTREGA: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado. 
De las constancias que obran en el sistema SAIMEX, se advierte que en fecha seis de marzo de dos mil veintiséis, El Sujeto Obligado emitió la respuesta en los siguientes términos:

“Folio de la solicitud: 00026/CECyTEM/IP/2026

En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

Se hace entrega de la respuesta correspondiente a través del oficio No. 228C0401050101L/0188/2026 de fecha 04 de marzo de 2026, emitido por la Lic. Susana Pichardo Pereyra, Servidora Pública Habilitada de la Dirección de Administración y Finanzas del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de México.

ATENTAMENTE
L.A. MARÍA DANIELA AGUILAR TORRES” (Sic).


El Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta, el archivo electrónico denominado “OFICIO 0188_26 SOL 26_26.pdf”; cuyo contenido no se inserta por ser del conocimiento de las partes; sin embargo, será motivo de estudio en el Considerado respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por parte del Sujeto Obligado, la parte Recurrente interpuso el presente recurso de revisión en fecha trés de abril de dos mil veintisés, que, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 03705/INFOEM/IP/RR/2026, en el cual aduce, las siguientes manifestaciones:

a) Acto Impugnado: 
“La respuesta emitida por el Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de México (CECyTEM) al folio 00026/CECyTEM/IP/2026. El Sujeto Obligado evade la entrega del reporte detallado de gastos por concepto de "Consumibles y Papelería de Oficina" de los años 2025 y 2026, pretendiendo la inexistencia de la información bajo una interpretación restrictiva de sus archivos” (Sic).


b) Razones o Motivos de Inconformidad: 
“PRIMERO. Falta de Veracidad y Respuesta Inverosímil. La autoridad pretende ocultar el gasto operativo del plantel Valle de Chalco 1. En mi solicitud, requerí el desglose de facturas y proveedores de papelería. Declarar la inexistencia de estos registros es administrativamente inverosímil, considerando que el plantel atiende a una matrícula de 1,584 alumnos y cuenta con áreas administrativas activas. El derecho de acceso a la información no se satisface con una negativa cuando el rubro solicitado es un gasto básico y recurrente para la prestación del servicio educativo. SEGUNDO. Contradicción con Pruebas Documentales Existentes. La respuesta me causa agravio al ser incongruente con la realidad operativa de la institución. Existen documentos internos del Sujeto Obligado, tales como las Solicitudes de Suministro de fechas 09/12/2025 y 14/01/2026, firmadas por la Dra. Dalia Mónica Guerrero Mendieta y la Mtra. Isabel Rodríguez Salazar, donde se requiere urgentemente papel bond, tóner, carpetas y memorias USB . La existencia de estas requisiciones es prueba plena de que el proceso de gasto ocurrió y, por lo tanto, el Sujeto Obligado debe poseer los comprobantes fiscales (CFDI) correspondientes en su Subdirección Administrativa. TERCERO. Incumplimiento de la Obligación de Documentar. De acuerdo con el artículo 12 de la Ley de Transparencia local, los Sujetos Obligados deben documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades. La adquisición de materiales de oficina es una actividad reglada que genera registros contables obligatorios. Negar el acceso a las facturas de papelería vulnera el principio de máxima publicidad y sugiere una falta de transparencia en la aplicación de los recursos asignados a la Dirección del plantel. PETICIÓN: Solicito al INFOEM que revoque la respuesta del Sujeto Obligado y le ordene realizar una búsqueda exhaustiva en el Departamento de Recursos Financieros para entregar el desglose de facturas (CFDI) y nombres de proveedores que surtieron papelería y consumibles al plantel Valle de Chalco 1 durante 2025 y 2026.” (Sic)
CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico, en términos del arábigo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha nueve de abril de dos mil veintisés, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de manifestaciones y/o alegatos.
Así, una vez transcurrido el término legal referido, El Sujeto Obligado fue omiso en remitir su informe justificado; por otra parte, el Recurrente, tampoco remitió alegatos, pruebas o manifestaciones, de conformidad con la siguiente captura de pantalla:

[image: ]

SEXTO. Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, permitió decretarse el cierre de instrucción en fecha veintidós de abril del año en curso, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.


C O N S I D E R A N D O 

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. De los alcances del Recurso de Revisión. 
Anterior a todo debe destacarse que el recurso de revisión tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente y será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. Del estudio de las causas de improcedencia y sobreseimiento.
Es menester resaltar que en el procedimiento de acceso a la información pública y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9, de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Siendo una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones emitidas por este organismo colegiado, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución de un asunto en su fondo, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo.

Estudio de causales de improcedencia que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


En primer término es necesario hacer alusión a la solicitud de información ya que de ella deriva por un lado al procedimiento de acceso a la información ante el sujeto obligado, y por otro lado la materia sobre la que versara el recurso de revisión ante este Órgano Garante; se resalta la innegable necesidad de interpretar el texto de las solicitudes, porque no se podría entender el derecho de acceso a la información sin la existencia de solicitudes de información a la luz de su interpretación ya que ésta es la fuente de la materia objeto de la transparencia específica en cada recurso de revisión; es decir, no podemos establecer una materia o un tema como objeto de derecho de acceso a la información, si de la solicitud no se entiende o no se precisan temas o materias objetivas; por ello es de notoria importancia el trabajo de interpretación que se le dé a las solicitudes de información, ya que el sujeto obligado puede considerar una circunstancia en particular diversa a la que el particular objetivamente requiere.

Ya que el planteamiento del problema es de toral importancia, a efecto de determinar la intención o voluntad del recurrente a la luz de la interpretación de las solicitudes de información, y que puede generar de forma objetiva y material el sujeto obligado que se relacione con esa intención, respecto del presente asunto se realiza a continuación.

La Ley de Transparencia de la entidad, en su artículo 192, contempla la figura jurídica del sobreseimiento, y específicamente en sus hipótesis inmersas en la fracción IV, refieren que se sobreseerá el asunto cuando admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos de la presente Ley.

En ese sentido, como señalamos en el antecedente PRIMERO; en fecha doce de febrero de dos mil veintiséis, la parte Recurrente realizó la solicitud de acceso a la información con folio 00026/CECyTEM/IP/2026, requiriendo lo siguiente:

1. [bookmark: _Hlk176868205]Reporte detallado de gastos realizados en el plantel Valle de Chalco 1, por concepto de “Consumibles y Papelería de Oficina” durante el año 2025 y lo que va del 2026, desglosado por facturas y proveedores.


El Sujeto Obligado turnó la solicitud a las unidades administrativas que consideró competentes y remitió un documento del cual se detalla su contenido enseguida: 

· “OFICIO 0188_26 SOL 26_26.pdf”: Oficio número 228C0401050101L/0188/2026, emitido por la Servidora Pública Habilitada de la Dirección de Administración y Finanzas, con el cual, informó a la Titular de la Unidad de Transparencia que, con base al oficio número 228C0401000008T/213/2026 de fecha 04 de marzo del año en curso signado por la Dr. Dalia Mónica Guerrero Mendieta, Directora del Plantel Valle de Chalco Solidaridad I, se puede informar que, de acuerdo al Decreto de Creación del CECyTEM y su Reglamento Interior, el Colegio opera bajo un sistema de contabilidad centralizada, esto significa que:

1. Los planteles no poseen autonomía financiera total ni personalidad jurídica propia para la gestión de facturación externa.
2. Todas las adquisiciones de papelería y consumibles se gestionan o se reportan a la Dirección de Administración y Finanzas con la finalidad de integrar los expedientes de las facturas y los padrones de proveedores.
3. Derivado de lo anterior, el protocolo de comprobación de gastos es el siguiente:
-El plantel recibe recursos bajo partidas específicas y la comprobación fiscal (CFDI) se emite a nombre del CECyTEM.
-El resguardo físico y digital de las facturas originales obra en los archivos físicos del Departamento de Recursos Financieros. 

· En ese sentido, aclaro que derivado de la búsqueda exhaustiva en el Departamento de Recursos Financieros y con base al criterio 18/13 Respuesta igual a cero. No es necesario declarar formalmente la inexistencia -emitido por el Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública-, se cuenta con cero información referente a facturas y proveedores para otorgar recursos a la Dirección y Subdirección del citado plantel.

Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, la parte Recurrente consideró que su derecho a la información pública había sido conculcado, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como razones o motivos de inconformidad que: 

“PRIMERO. Falta de Veracidad y Respuesta Inverosímil. La autoridad pretende ocultar el gasto operativo del plantel Valle de Chalco 1. En mi solicitud, requerí el desglose de facturas y proveedores de papelería. Declarar la inexistencia de estos registros es administrativamente inverosímil, considerando que el plantel atiende a una matrícula de 1,584 alumnos y cuenta con áreas administrativas activas. El derecho de acceso a la información no se satisface con una negativa cuando el rubro solicitado es un gasto básico y recurrente para la prestación del servicio educativo. SEGUNDO. Contradicción con Pruebas Documentales Existentes. La respuesta me causa agravio al ser incongruente con la realidad operativa de la institución. Existen documentos internos del Sujeto Obligado, tales como las Solicitudes de Suministro de fechas 09/12/2025 y 14/01/2026, firmadas por la Dra. Dalia Mónica Guerrero Mendieta y la Mtra. Isabel Rodríguez Salazar, donde se requiere urgentemente papel bond, tóner, carpetas y memorias USB . La existencia de estas requisiciones es prueba plena de que el proceso de gasto ocurrió y, por lo tanto, el Sujeto Obligado debe poseer los comprobantes fiscales (CFDI) correspondientes en su Subdirección Administrativa. TERCERO. Incumplimiento de la Obligación de Documentar. De acuerdo con el artículo 12 de la Ley de Transparencia local, los Sujetos Obligados deben documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades. La adquisición de materiales de oficina es una actividad reglada que genera registros contables obligatorios. Negar el acceso a las facturas de papelería vulnera el principio de máxima publicidad y sugiere una falta de transparencia en la aplicación de los recursos asignados a la Dirección del plantel. PETICIÓN: Solicito al INFOEM que revoque la respuesta del Sujeto Obligado y le ordene realizar una búsqueda exhaustiva en el Departamento de Recursos Financieros para entregar el desglose de facturas (CFDI) y nombres de proveedores que surtieron papelería y consumibles al plantel Valle de Chalco 1 durante 2025 y 2026.” (Sic)

En este sentido, es pertinente enfatizar lo que, respecto al derecho de acceso a la información pública, refiere el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que en su parte conducente señala:

Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV.   Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.
V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de los resultados obtenidos.
VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales.
VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes.
VIII. Los sujetos obligados deberán promover, respetar, proteger y garantizar los derechos de acceso a la información pública y a la protección de datos personales. Las leyes en la materia determinarán las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de estos derechos, así como la competencia de las autoridades de control interno y vigilancia u homólogos en el ámbito federal y local para conocer de los procedimientos de revisión contra los actos que emitan los sujetos obligados.
…
La ley establecerá aquella información que se considere reservada o confidencial.

[bookmark: _Hlk195111035]Por su parte, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, en su artículo 5°, dispone en su parte conducente, lo siguiente:

Artículo 5. … 
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas será protegida a través de un marco jurídico rígido de tratamiento y manejo de datos personales, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
V. Los procedimientos de acceso a la información pública, de acceso, corrección y supresión de datos personales, así como los recursos de revisión derivados de los mismos, podrán tramitarse por medios electrónicos, a través de un sistema automatizado que para tal efecto establezca la ley reglamentaria y el organismo autónomo garante en el ámbito de su competencia. Las resoluciones que correspondan a estos procedimientos se sistematizarán para favorecer su consulta.
VI. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y los resultados obtenidos.
VII. La ley reglamentaria, determinará la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o jurídicas colectivas.

En ese orden de ideas, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé en su artículo 23, fracción IV, lo siguiente:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder:

I. El Poder Ejecutivo del Estado de México, las dependencias, organismos auxiliares, órganos, entidades, fideicomisos y fondos públicos, así como la Fiscalía General de Justicia del Estado de México;
(…)

Es así que, conforme a los preceptos legales citados, se desprende que el derecho de acceso a la información pública es un derecho individual que puede ser ejercido ante cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo, tanto federales, como estatales, de la Ciudad de México, o Municipales, con el fin de que los particulares conozcan toda aquella información que es considerada como pública.

Señalado lo anterior, respecto a lo solicitado por el particular referente a la entrega del Reporte detallado de gastos realizados en el plantel Valle de Chalco 1, por concepto de “Consumibles y Papelería de Oficina” durante el año 2025 y lo que va del 2026, desglosado por facturas y proveedores; el Sujeto Obligado a través la Servidora Pública Habilitada de la Dirección de Administración y Finanzas mediante respuesta primigenia, manifestó que no se ha generado información al respecto al señalar que se cuenta con cero información referente a facturas y proveedores para otorgar recursos a la Dirección y Subdirección del citado plantel.

En virtud de lo anterior, este Órgano Garante arriba a la conclusión de que la respuesta del Sujeto Obligado colmó el derecho de acceso a la información ejercido por la particular, atendiendo a que el Sujeto Obligado no puede presentar la información solicitada por el Recurrente, toda vez que no existe, pues esta no ha sido generada, administrada o poseída por el Sujeto Obligado en ejercicio de sus atribuciones. Por lo tanto, resulta evidente que el Sujeto Obligado no generó, administró o poseyó dicha información en los términos referidos por el hoy Recurrente y que su inexistencia constituye hechos negativos, por tanto, dicha información no puede fácticamente obrar en los archivos del Sujeto Obligado, ya que no puede probarse por ser lógica y materialmente imposible.

Asimismo, no se trata de un caso por el cual la negación del hecho implique la afirmación del mismo, simplemente se está ante una notoria y evidente inexistencia fáctica de la información solicitada.

Adicional a lo anterior, conviene subrayar que, las funciones de este Órgano Garante se encuentra puntualizadas en el artículo 36, de la Ley de la Materia, y de la lectura de las mismas no se encuentra alguna que faculte a este Órgano Garante para pronunciarse acerca de la veracidad de la información remitida por los Sujetos Obligados, es decir, esta Autoridad Garante del acceso a la información pública no cuenta con las atribuciones para determinar si las documentales públicas puestas a disposición por los Sujetos Obligados son auténticas o falsas, sino de garantizar que los Sujetos Obligados cumplan con sus obligaciones de transparencia y hagan entrega de la información que se les solicita y que se encuentren dentro de su poder.

En ese orden de ideas, es de destacar lo manifestado por la parte Recurrente mediante sus razones o motivos de inconformidad argüidos en el Recurso de Revisión, al señalar que: “Falta de Veracidad y Respuesta Inverosímil.” y “Declarar la inexistencia de estos registros es administrativamente inverosímil,” (Sic)”, de lo cual, se advierte que la parte Recurrente se adolece de que no se le proporcionó información verídica.

Así, una vez acreditado que al momento interponer el recurso de revisión, la hoy Recurrente impugnó la veracidad de la información proporcionada por el Sujeto Obligado, es que se considera improcedente la interposición del presente recurso de revisión, atento a ello, en virtud de los argumentos expuestos con anterioridad así́ como del análisis realizado a las constancias que obran en el expediente electrónico del SAIMEX, se determina sobreseer el presente recurso de revisión por actualizarse la causal de sobreseimiento prevista en la fracción IV del artículo 192 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en su correlación con la causal de improcedencia contemplada en la fracción V del artículo 191 del ordenamiento legal en cita, los que se transcriben a continuación:

“Artículo 191. El recurso será desechado por improcedente cuando:
(…)
V. Se impugne la veracidad de la información proporcionada;
(…)


“Artículo 192. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:

I. El recurrente se desista expresamente del recurso; 
II. El recurrente fallezca o, tratándose de personas jurídicas colectivas, se disuelva; 
III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia; 
IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos de la presente Ley; y 
V. Cuando por cualquier motivo quede sin materia el recurso.”

Por lo que hace a los requisitos de procedencia del sobreseimiento en términos del artículo 192, de la Ley de Transparencia estatal se establece lo siguiente:

1. Mediante acuerdo de fecha nueve de abril de dos mil veintiséis, el Comisionado José Martínez Vilchis, admitió a trámite el recurso de revisión que nos ocupa.
2. Lo esgrimido por el particular dentro del recurso de revisión resulta improcedente, toda vez que se impugnó la veracidad de la información proporcionada por parte del Sujeto Obligado.

3. El recurso 03705/INFOEM/IP/RR/2026, se sobresee por improcedente, toda vez que se actualiza la fracción IV, del artículo 192, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con el diverso 191, fracción V, del mismo ordenamiento.

Es importante resaltar a manera de analogía que la Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante el número 2 de la Serie Estudios Introductorios sobre el Juicio de Amparo relativo a LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE AMPARO definió a la improcedencia del amparo como la institución jurídica procesal en la que, al actualizarse ciertas circunstancias previstas en la Constitución Federal, en la Ley de Amparo o en la Jurisprudencia, el órgano jurisdiccional se ve impedido para analizar y resolver el fondo del asunto y que la causa de improcedencia puede tenerse por acreditada desde el momento en que se presenta la demanda de amparo, lo que generará que la demanda sea desechada; o bien, después de admitida la demanda, lo que tendrá como consecuencia que se sobresea en el juicio.

Por tanto, al acreditarse la procedencia del sobreseimiento, este Instituto está imposibilitado para analizar las cuestiones de fondo, en virtud de que el sobreseimiento constituye un acto procesal que termina el proceso por cuestiones ajenas al fondo del asunto, lo anterior conforme a la jurisprudencia identificada como el registro digital 220705 2, en la que se estipula lo siguiente:

SOBRESEIMIENTO. IMPIDE EL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO.
La resolución en que se decreta el sobreseimiento en el juicio, constituye un acto procesal que termina la instancia por cuestiones ajenas al aspecto de fondo planteado. Así, no causa agravio la sentencia que no se ocupa de examinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado, ya que tal cuestión constituye el problema de fondo planteado.

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente procedentes los motivos de inconformidad que arguye El Recurrente en su medio de impugnación que fue materia de estudio, por ello con fundamento en el artículo 186, fracción I, en concordancia con el artículo 192, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se SOBRESEE el recurso de revisión 03705/INFOEM/IP/RR/2026, que ha sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,



SE    RESUELVE

PRIMERO. Se SOBRESEE el recurso de revisión número 03705/INFOEM/IP/RR/2026, por improcedente en términos de los artículos 191, fracción V y 192, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y en términos del Considerando TERCERO de la presente resolución.

SEGUNDO. NOTIFÍQUESE vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado.

TERCERO. NOTIFÍQUESE al Recurrente la presente resolución vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que en caso de que considere que le cause algún perjuicio la presente resolución, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (AUSENCIA JUSTIFICADA) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (AUSENCIA JUSTIFICADA); EN LA DÉCIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRECE DE MAYO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/EJDG
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